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Resumen 

La despenalización del aborto en víctimas del delito de violación sexual de menores 

es un tema importante en el sistema de justicia penal, el cual se alinea al ODS 16: 

Garantizar una educación inclusiva y equitativa de calidad y promover 

oportunidades de aprendizaje permanente para todos. El estudio tuvo por objetivo, 

analizar la factibilidad de la despenalización del aborto en víctimas del delito de 

violación sexual de menores en el distrito Fiscal del Santa, 2022- 2023. Se utilizó la 

metodología cualitativa con nivel de alcance descriptivo, y diseño fenomenológico. 

En cuanto a los participantes fue conformado por 8 fiscales penales del distrito del 

Santa y 3 carpetas fiscales de violación sexual de menores. De los resultados 

obtenidos se tiene que los entrevistados señalaron que es factible despenalizar el 

aborto en casos de violación sexual. Se concluye que, es perfectamente factible 

despenalizar el delito de aborto que sean a consecuencia de una violación sexual 

a menores de edad, por cuanto obligar con un embarazo no deseado transgrede 

los derechos humanos ya que concibe a la mujer como un medio y no como un fin, 

lo que se agrava si se toma en cuenta que son menores de edad. 

Palabras clave: Violación sexual, aborto, derecho a la justicia. 
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Abstract 

The decriminalization of abortion for victims of the crime of sexual rape of minors is 

an important issue in the criminal justice system, which is aligned with SDG 16: 

Ensure inclusive and equitable quality education and promote lifelong learning 

opportunities for all. The objective of the study was to analyze the feasibility of 

decriminalizing abortion in victims of the crime of sexual rape of minors in the Fiscal 

District of Santa, 2022-2023. Qualitative methodology was used with a level of 

descriptive scope and phenomenological design. As for the participants, it was 

made up of 8 criminal prosecutors from the Santa district and 3 prosecutors for 

sexual rape of minors. From the results obtained, the interviewees indicated that it 

is feasible to decriminalize abortion in cases of rape. It is concluded that it is perfectly 

feasible to decriminalize the crime of abortion that is a consequence of sexual rape 

of minors, since forcing an unwanted pregnancy transgresses human rights since it 

conceives women as a means and not as a end, which is aggravated if we take into 

account that they are minors. 

Keywords: Sexual rape, abortion, right to justice. 
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I. INTRODUCCIÓN 

Las niñas que enfrentan violación sexual se encuentran atrapadas en un sistema 

legal que les niega el derecho de tomar decisión respecto de su cuerpo viéndose 

obligadas a una maternidad forzada; la violación, especialmente en las 

comunidades marginadas y con recursos limitados, plantea desafíos adicionales 

para las víctimas, quienes a menudo carecen del acceso a servicios de salud 

apropiados y enfrentan estigmatización social, el estudio pretende explorar los 

fundamentos favorables de la despenalización del aborto en este tipo de ilícitos, 

reconociendo la urgencia de proteger los derechos y la salud de cada víctima de 

violación, en acatamiento del ODS 16 se pretende fomentar sociedades 

específicas e incluyentes para el desarrollo sostenible, de manera que facilite el 

acceso a la justicia para toda la ciudadanía y así construir entidades eficaces. 

El tema seleccionado es un asunto controvertido que varía según las leyes y 

regulaciones de cada país. En este sentido, las posturas sobre el tema pueden 

diferir considerablemente, dependiendo de factores como la cultura, la religión, 

la política y las opiniones individuales. En algunos lugares, la legislación admite 

la interrupción del embarazo en casos de violación, sin importar la edad de la 

persona afectada, basándose en la idea de que la víctima no debería ser una 

acción obligatoria a la continuación con una gestación originada a raíz de un 

ultraje sexual (Ramos, 2016, p. 834).  Al respecto, Nicholls & Cuestas (2018) 

señalan que es importante señalar que las discusiones y cambios en las leyes 

relacionadas con el aborto son temas sensibles y están influenciados por 

diversos factores sociales y culturales, dichas opiniones respecto a la 

despenalización del aborto suelen estar influidas por consideraciones éticas, 

religiosas y morales, lo que lleva a una amplia gama de perspectivas en 

diferentes comunidades y jurisdicciones.  

Por otro lado, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia - UNICEF (2018) 

ha establecido que la maternidad forzada a consecuencia de los abusos 

sexuales contiene un fuerte componente emocional, lo que conlleva a una serie 

de dificultades para las víctimas a la hora de enfrentarlas; así los embarazos 

forzados traen como consecuencia la interrupción de los estudios escolares, 

perjudica la formación para la inserción laboral, el proyecto de vida de las 
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menores, en el campo social, recreativo aspectos que agravan sus 

consecuencias si confluyen en las poblaciones más vulnerables y 

económicamente menos favorecidos generando desestructuración psicológicas, 

tales como el abandono de las recién nacidas, llegando en casos más severos 

a infanticidios y/o suicidios. 

La OMS (2023) estableció que el Estado transgredió los derechos de salud, así 

como el derecho a la vida de las niñas indígenas del medio rural que en su 

momento fue víctima del delito sexual al no garantizarle la información, y mucho 

menos el acceso a que se le practique un aborto legal y seguro. 

Así se tiene Zaragocin, et al. (2018) sostienen que al efectuarse el mapeo se 

obtuvo un total de 243 casos procesados en el 2018 que practicaron aborto 

clandestino en el/la menor de edad originado a causa de una agresión sexual, 

por la Ley penal Ecuatoriana y la misma población exige justicia, además de 

establecer sanciones altas con el propósito de hacer frente a este tipo de eventos 

criminosos, ya que perjudican el proyecto de vida de la menor que se convierte 

en madre y peor aún la calidad de vida que tiene como esperanza al niño que 

nace producto de la agresión sexual.  Este problema se advierte en Colombia, 

así lo señalan Gonzáles et al. (2021) que el embarazo que no haya sido 

planificado y el el aborto son contextos que ponen en riesgo dos bienes jurídicos 

protegidos penalmente, pues, por un lado se tutela la diginidad y por otro lado la 

calidad de vida que se le debe brindar tanto a la vícitma menor de edad (madre) 

y el hijo que fuera concebido producto de la agresión sexual y en muchas 

ocasiones dichas acciones quedan impunes dada la natulareza o la costumbre 

que se me maneja en cada región o país.  

En el Perú, la violación sexual de menores de edad es un delito latente que se 

encuentran propenasas las menores de edad ya sea por cualquier persona de 

su entorno u otro, que producto de tal acto nace otro menor de edad que también 

requiere una calidad de vida. En atención ello, es que se debe hacer mención 

que la despenalización del aborto en los casos de ultraje no solo implica la 

reforma del art. 120 del Código Penal (CP), sino de que el Estado pueda 

garantizar a todas aquellas menores de edad víctima al acceso de este apartado 

a fin de brindar la calidad de vida al concebido y una atención adecuada a la 
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víctima (Avellaneda, 2023).  Según FARMAMUNDI (2022) perteneciente a la 

ONG en el Perú se advierte que cada 5 niñas o adolescentes menores quedan 

en estado de gestación originado a causa una agresión sexual, incrementándose 

de manera progresiva siendo que durante el año 2020, 459 menores fueron 

convertidas en madres a causa de una violación sexual, 16 de ellas fueron 

menores de 10 años de edad; el 85 % de agresiones sexuales fueron a niñas 

entre los 12 y 17 años; asimismo, el 38 % de dichas menores son provenientes 

de familias de extrema pobreza, siendo esta una de las brechas que marcan la 

diferencia puesto que el 24 % de las menores son de recursos económicos bajos 

y solo el 4% pertenecen a las familias con opulencia económica.  

Por otro lado, el Grupo Impulsor de la Alianza Global (2022) identificó que entre 

enero a abril del año 2022 han registrado 8,057 casos de agresión sexual, siendo 

que el 94.9 % son de sexo femenino; y, el 69.5 % son NNA con las edades que 

oscilan entre 0 y 17 años; durante el año 2021 se logró registrar 22,456 casos, 

de los cuales el 94.5 % son féminas; y, el 69.6 % NNA entre 0 y 17 años; en el 

2020, 13,843 denuncias de los cuales el 93.7 % mujeres y, 69.2 % NNA de 0 a 

17.   En Junín, Alcos (2022) explica que es el departamento de mayor índice de 

embarazos preocupantes en adolescentes, siendo las causas más frecuentes: 

la falta de información, la inmadurez, las violaciones sexuales. Ante el embarazo, 

usualmente son los familiares quienes deciden interrumpir el embarazo, tratando 

de darle un sentido a la vida y futuro de la menor gestante a costa de la vida del 

concebido, en Junín como en otros departamentos es usual ver anuncios 

publicitarios de prácticas de aborto con el eslogan “regula retraso menstrual” 

visibles en las calles más concurridas, próximas a las escuelas, publicidades que 

también abundan en el internet pese a ser conductas ilícitas e insalubres.  

Del mismo modo, Hernández-Vásquez et al. (2021) sostienen que en la 

ejecución de búsqueda de cada factor que conlleva al aborto en las menores se 

advirtió que hubo una demora espacial y a fin de establecer relaciones que 

permitan caracterizar a la población de niñas en estado de gestación a causa de 

una agresión sexual, siendo que de un total de 122.144 (10,1 %) son madres 

menores de edad, siendo que la región de Ucayali, Loreto y San Martín las que 

superan al 40% y ello está estrechamente ligado con la extrema pobreza, zona 
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rual y la misma ubicación de los departamentos.  Según la Defensoría del Pueblo 

(2019) San Martín viene ocupando el 4to lugar con el mayor índice de embarazo 

en adolescentes, pues de las supervisiones que se efectuaron en las 

instituciones educativas en las que se advirtió que una de cada 7 estudiantes se 

encuentran en estado de gestación, los mismos que son producto de una 

agresión sexual, afectando el desarrollo físico, pquísico y emocional de las niñas 

que se convierten en madre a su corta edad, sin tener ninguna preparación 

psicológica.  

Merma (2021) sostiene que en las zonas más álgidas y menos favorecidos  de 

Lima se presentan reiteradamente casos de abortos clandestinos que derivaron 

de abusos sexuales en el grupo etareo  más sensible como son las niñas y 

adolescentes quienes representan el 50 % más de probabilidades de padecer 

abusos sexuales. El propósito del tipo penal prescrito en el art. 120 del CP, no 

impone una sanción grave a aquel sujeto responsable; por el contrario, busca la 

prevención de las conductas morales y socialmente reprochables. Cabe precisar 

que, la gravedad del reproche respectivo no será superior a los 03 meses, por lo 

que la sanción es de carácter suspendida, alegórica y difícilmente ajustable, por 

tal motivo, es posible afirmar que el Estado no obliga a ninguna mujer a ser 

madre, pues lo que busca es la tutela de todas las personas, defensa de la vida 

humana. El dolor que la madre menor de edad víctima de una agresión sexual 

conforme al Art. 173 del CP transgreden la indemnidad e integridad sexual, pues 

la menor no se encuentra preparada ni física ni psicológicamente para la crianza 

del concebido, por lo que es necesario velar por los derechos de dicha población 

vulnerable. 

Por su parte, el Ministerio Público en el Observatorio Criminal (2018) establece 

que el 93.1% de casos de violación sexual son en perjuicio de mujeres 

registrando 3 denuncias por cada hora y las víctimas menores de edad 

representan un 83.4 %. Este problema también se advirtió a nivel del distrito 

fiscal del Santa donde las niñas menores de 14 años fueron víctimas de agresión 

sexual quedando embarazadas como producto de la agresión sexual; por lo que 

en el estudio se efectuará análisis de casos a fin de profunfizar y ampliar los 

conocimientos sobre la defensa de dichas víctimas. De lo descrito permite 
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plantear la siguiente interrogante: ¿Cómo se podría aplicar la despenalización 

del aborto en víctimas del delito de violación sexual de menores en el 

distrito Fiscal del Santa, 2022- 2023?   

El presente estudio resulta conveniente por cuanto va a mostrar la cruda 

realidad de las poblaciones más vulnerables víctimas de agresiones sexuales 

del Distrito Fiscal Del Santa pues va a servir para evidenciar la necesidad y 

urgencia que se tiene para que el Estado aborde la maternidad forzada para 

poder garantizar el derecho a la salud y la vida digna de las menores. Así es fácil 

advertir que la relevancia social pues de acuerdo a los resultados y 

conclusiones que se obtengan servirán para darle solución a este flagelo de 

prolongar las consecuencias de los abusos sexuales a las niñas y adolescentes, 

pues de esa manera el Estado de manera reflexiva gestionará y cumpliría con 

garantizarles y mejorarles la calidad de una vida digna.  

La investigación se justifica teóricamente por cuanto se busca desarrollar los 

alcances doctrinarios, jurisprudenciales y legales en relación a la punición del 

delito de aborto en las víctimas menores de edad, ello conforme a los desarrollos 

de la teoría del delito y la relatividad de los bienes jurídicos en colisión. Desde la 

perspectiva práctica se pretende dotar de argumentos y a la vez de mostrar las 

consecuencias negativas que trae consigo penalizar la conducta del aborto en 

menores a fin de que los legisladores puedan expectorar este delito de la 

legislación penal.   De otro lado la investigación tiene relevancia social, por 

cuanto va a abordar una problemática de larga data y se encuentra vigente en 

la sociedad esencialmente en las poblaciones venidas de los estratos menos 

favorecidos y procura paliar las consecuencias trágicas que trae este delito 

execrable como es la violación sexual a menores de edad y al mismo tiempo 

frenar los abortos clandestinos evidenciando la necesidad de instaurar políticas 

públicas en salvaguarda de la vida.  

Que al pretender desarrollar crítica y reflexivamente los conocimientos 

doctrinarios con relación a la punición del aborto en menores se logrará llenar 

los vacíos del conocimiento de esta problemática en un contexto que muchas 

veces es dejado delado por las estadísticas del centralismo. Finalmente, los 

resultados a los que se arribará servirán para ser empleados de antecedentes 
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para las investigaciones que a futuro se realicen.  Se propone como objetivo 

general: Analizar la factibilidad de la despenalización del aborto en víctimas del 

delito de violación sexual de menores en el distrito Fiscal del Santa, 2022- 2023. 

Y objetivos específicos: OE1 Analizar los beneficios de la despenalización del 

aborto en el Perú, OE2 Determinar los criterios para la despenalización del 

aborto en la legislación comparada, OE3 Examinar las consecuencias de la 

agresión sexual que se generan en la víctima menor de edad y OE4 Identificar 

las consecuencias directas e indirectas que trae consigo penalizar el aborto en 

los casos de violación sexual a los menores de edad. 

Los antecedentes relacionados al aborto en menores son: En el plano 

internacional, Lema (2020) concluyó que despenalizar el aborto como resultado 

de una agresión resulta urgente y necesaria amén de salvaguardar el derecho 

de la mujer, en razón a que no resulta posible exigir a una menor continuar con 

un embarazo que no ha anhelado y que le ha sido impuesto con la fuerza o 

engaños  a las niñas y adolescentes que hayan decidido interrumpir el 

embarazo; sin embargo, en el caso de las víctimas que deseen la continuación 

con el embarazo el Estado está obligado a proveerles ayuda mediante 

programas psicológicos, económicos protegiendo al niño y la madre.   Por otro 

lado, Cobo (2020) llegó a concluir que es posible que se reduzca los debates en 

cuanto al proyecto despenalización del aborto por tres causales abordado por 

los representantes mediatizados que centralizan en núcleo de las discusiones y 

la relevancia en cuento a los conceptos y nociones de carácter “político y 

simbólico” de aquello que deberíamos ver como el “cuerpo” y “vida”; pues son 

las experiencias de naturaleza material, histórica y particular de cada mujer en 

lo concerniente a las prácticas abortivas, en lo concerniente a las causas así 

como sus consecuencias, desplazadas por la prensa al momento de prestarle 

cobertura.  

A nivel nacional, Arteaga (2022) llegó a concluir que resulta necesario 

despenalizar la conducta penada como aborto en aquellos casos de violaciones 

sexuales, en razón a que la punición viene generando consecuencias tales como 

los elevados índices de mortalidad de las madres en estado de gestación que 

deciden interrumpir el embarazo viéndose obligadas a acudir a centros médicos 

clandestinos por cuanto carecen de los estándares necesarios y mínimos para 
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garantizar la integridad, conllevando a los riesgos para su salud y vida. En esa 

misma línea se tiene a Alcos (2022) llegó a concluir que admitir la viabilidad del 

aborto en cada niña y adolescente como resultado del ilícito de ultraje sexual no 

tiene influencia con el derecho constitucional de la vida en ordenamiento jurídico 

penal peruano. Así también, Fernández (2020) concluyó que el índice de delitos 

de aborto viene incrementándose día a día, situación que además de elevar la 

carga procesal incrementa las consecuencias graves en la integridad de las 

víctimas, las que de manera voluntaria o por ignorancia fueron motivadas a 

someterse a practicarse abortos de forma clandestina.  En el plano local, Burga 

(2021) concluyó que el no despenalizar el aborto sentimental se encuentra 

relacionada con los derechos a la salud reproductiva y la vida de las féminas 

situación que tiene incidencia a una correlación asociada con la violencia de tipo 

psicológica ya que se ha advertido picos elevados de abortos clandestinos 

realizados como producto del ilícito de violación sexual iniciando en muchos 

casos con la agresión psicológica. 

Las teorías que sustentan a la despenalización del aborto, Zaffaroni (2015) 

afirma que se denomina teoría del delito a ámbito de las ciencias del derecho 

penal que se encargan del estudio del delito en general; esto es, establecer 

cuáles son las características que debe contar los delitos cualesquiera que sean; 

ahora bien estos estudios no son solo la secuencia del itercrimins del delito con 

intereses especulativos, sino que responde a exigir que se cumpla con un 

contenido eminentemente práctico, esto es que en definitiva sirva y facilite 

determinar la concurrencia de la materialización del delito en cada caso 

concreto.   Muñoz y García (2010) desarrolla la teoría del delito viene a ser un 

sistema de hipótesis que expone, partiendo desde la adopción dogmática de una 

determinada tendencia, establecer aquellos elementos que materializan o no se 

aplique las consecuencias jurídicas penales a una conducta del sujeto.   

Así podemos sostener que la teoría del delito es el sistema concatenado, 

metódico, excluyente, que se construye sobre los cimientos de la conducta para 

luego dar pase a los demás elementos en común abstractos para que finalmente 

aparezca el delito.  Por otro lado, Browne & Finkelhor (1986) explican la teoría 

violación sexual de menores de edad sostienen que la teoría condicional es una 
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de las primeras teorías que se encarga de explicar que la violación de menores 

tiene una naturaleza multifactorial. Así se determinó la presencia del sentimiento 

de traición que consiste en la dialéctica que el menor viene a descubrir que la 

persona en la que confía y a la que le une una marcada relación de dependencia 

finalmente le ha generado o causado daños.  

Así también, se tiene la teoría de ultima ratio definida por Mir (2014) sostiene 

que el derecho penal tiene que ser activado como los medios o recursos más 

graves para sancionar o limitar el derecho de libertad de las personas en 

consecuencia está reservado para las violaciones que resulten intolerables, en 

consecuencia cuando se va activar el derecho penal debe hacerse como última 

ratio así las sanciones penales no deben ni pueden ser aplicadas cuando haya 

en el ordenamiento mecanismos legales extrapenales menos gravosos que 

puedan ser utilizados para la resolución de conflictos, no observar dicho principio 

resulta desproporcional. En cuanto al marco normativo el Código Penal (1991) 

en el libro segundo título I ha regulado los delitos contra la vida el cuerpo y la 

salud, Capítulo II ha regulado el delito de aborto desde el art. 114 hasta el art. 

120, en los que se castiga penalmente no solo aquellas conductas de 

interrupciones libres y voluntarias de los embarazos, sino, que busca evitar a 

toda costa que se frustre la maternidad, regulando conductas como el auto 

aborto, aborto consentido y no consentido, sentimental, eugenésico. 

En lo que respecta, al marco conceptual que corresponde al estudio se 

encuentra conceptualizado de acuerdo a las categorías y sub categorías. En 

cuanto a la despenalización del aborto Mac Dougall (2018) señala que es excluir 

los artículos que punibilizan las prácticas del aborto, esto es para mujer gestante 

al igual que para el profesional médico de salud que practique dicha intervención, 

para lo cual es resulta necesario que la gestante manifieste su libre 

consentimiento. En esa misma línea, Vivar-Vera & Pauta-Cedillo (2022) 

sostienen la despenalización del aborto que es aquella decisión con el que 

cuenta la mujer y que le permite elegir interrumpir el embarazo, situación que 

encuentra como condicionante a circunstancias de su entorno su manera de 

pensar más no a las acciones externas o la ausencia de conocimientos, o la falta 

de apoyo por parte del Estado.  
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Asimismo, Novoa (2022) sostiene que es la eliminación de sanciones penales 

por la interrupción voluntaria del embarazo, pues, implica que el acto de abortar 

deja de ser considerado un delito bajo el código penal de un país o región. En 

cuanto al aborto clandestino, Monteverde &Tarragona (2019) sostienen que el 

aborto clandestino es el también llamado aborto peligroso o inseguro que genera 

defunciones y complicaciones en la madre gestante, causadas por abortos 

incompletos, infecciones, hemorragias, perforaciones uterinas, lesiones en el 

tracto vaginal u órganos internos.  A su turno, la OMS (2022) señala que el aborto 

clandestino, viene a ser la acción desplegada para dará fin a un embarazo y que 

es llevado a cabo en condiciones médicas que carecen de los estándares 

mínimos para realizar dicho procedimiento y que además es realizado por 

personas que no cuentan con las habilidades necesarias.   

Respecto a la maternidad forzada, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 

Vulnerables (2019) la ha conceptualizado como los embarazos obligados y que 

son derivado de una violación sexual ocurrido a un niña o adolescente, sin 

posibilidad alguna del poder elegir sobre el mismo, consecuentemente la 

gestación viene a ser obligatoria y como tal se le impone desarrollar una 

maternidad contra su voluntad. Por su parte, Ruales (2022) señala que a la hora 

de abordar la maternidad forzada no solo debe entenderse que el acto sexual 

fue forzado, sino que además la maternidad obligatoria o forzada por cuanto se 

considera al cuerpo de la víctima-mujer gestante como el confinamiento del 

ámbito emocional y físico para ejercer un control del hecho de concebir, gestar, 

parir y criar a manera de perpetuar la violencia desconociendo y anulando la 

voluntad de las mujeres que fueron violentadas sexualmente, en primer lugar por 

sus agresores y posteriormente por el Estado.    

En lo que respecta al marco normativo el delito de violación sexual de menores 

de edad se encuentra catalogado como un delito gravoso y se encuentra 

regulada en el artículo 173 del C.P. y la pena que ha establecido el legislador es 

el de cadena perpetua. En relación a este punto, Cáceres (2019) sostiene que, 

es el delito que llega a cometer una persona adulta mayor en agravio de una 

menor que aún no cumple los dieciocho años, no habiendo diferencia de género 

pues puede ser tanto varón o mujer, siendo su finalidad la satisfacción sexual; 
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siendo que pese a que los diversos cuerpos normativos reconocen los derechos 

a los NNA; empero, el Estado no ha llegado a garantizarles cabalmente sus 

derechos, a fin de proteger a dicha población en formación vulnerable 

sexualmente, al no haber alcanzado su madurez sexual.   

Del mismo modo, Rúa et al. (2018) afirman que este delito viene a ser un maltrato 

infantil gravosa y transgrede el derecho del NNA físicamente y en su dignidad 

humana lo que le impide su desarrollo a plenitud, así el sujeto activo somete 

sexualmente con el menor, siendo irrelevante el consentimiento, el uso de la 

fuerza o amenaza para su configuración objetiva, pues es un ilícito de mera 

actividad. En cuanto a la indemnidad sexual, Ramiro (2021) la indemnidad 

sexual es propia de cada menor de edad o los incapaces, así de ninguna manera 

es posible alegar o afirmar que en este tipo de delitos sexuales se protege la 

libertad o autodeterminación, ello en razón a que dicha población carece de 

dicha facultad.  Por ello justamente es que en dichos delitos se considera como 

bien jurídico protegido a la indemnidad o intangibilidad sexual, 

conceptualizaciones que se derivan del desarrollo doctrinario italiana, para 

posteriormente ser acogidos por la doctrina española.  

La doctrina legal vinculante Acuerdo Plenario Nº 4-2008/0-1T6 (Fundamento 

destacado séptimo) afirma que la indemnidad sexual viene a ser la “la 

conservación de la sexualidad de las personas, por cuanto no se encuentra en 

situación de poder decidir sobre las actividades sexuales, situación que se 

presenta tanto en el/la menor de edad y el incapaz. Torres (2019) señala que la 

indemnidad sexual viene a ser el bien jurídico protegido en los delitos sexuales 

a menores debiendo entendérsele como la manifestación de la dignidad de las 

personas con el que cuenta todo menor de edad, derecho al libre desarrollo de 

su personalidad, carente de cualquier intervención traumática dentro de su 

esfera íntima, por cuanto se podría causas marcas indelebles en su esfera 

psíquica a lo largo de su vida. Como tal debe entenderse como la defensa del 

normal desarrollo de la sexualidad de cada menor de edad sin interferencia 

externa alguna. Respecto a la libertad sexual, Corrêa & Renzikowski (2021) 

define a la libertad sexual como el poder con el que cuentan las personas para 

ejercer su ámbito sexual, derecho que se materializa como parte del derecho a 
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la libertad siendo además que encuentra vinculado con el proyecto de vida y 

desarrollo de su personalidad.   

Así también, se tiene la teoría de ultima ratio definida por Mir (2014) sostiene 

que el derecho penal tiene que ser activado como el medio o recurso más graves 

para sancionar o limitar el derecho de libertad de las personas en consecuencia 

está reservado para las violaciones que resulten intolerables, en consecuencia 

cuando se va activar el derecho penal debe hacerse como última ratio así las 

sanciones penales no deben ni pueden ser aplicadas cuando haya en el 

ordenamiento mecanismos legales extrapenales menos gravosos que puedan 

ser utilizados para la resolución de conflictos, no observar dicho principio resulta 

desproporcional . 
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I. METODOLOGÍA 

El tipo de estudio fue básico – descriptivo el cual fue estudiado por Castro et 

al. (2023) como aquel estudio que tiene por fin generar nuevo conocimiento, 

no en resolver problemas prácticos y comprender los fundamentos de los 

fenómenos y procesos naturales, sin tomar en cuenta su aplicación inmediata. 

Es decir, este tipo de estudio es la base sobre la que se funda la investigación 

aplicada, pues hallazgos de la investigación básica pueden conducir al 

perfeccionamiento de nuevas tecnologías y tratamientos. Asimismo, el estudio 

tuvo enfoque cualitativo, que consiste en el empleo de la observación, análisis 

de contenido, basado en exploraciones y presentaciones de resultados no 

numéricos, dado que busca comprender el contexto social, cultural y humano. 

Ya que el investigador se enfoca a recoger percepciones u opiniones de los 

informantes mediante la guía de entrevista (Corona, 2018).  

El diseño de investigación es el fenomenológico, toda vez que se recopilará 

información conforme a la experticia de los fiscales como los titulares del 

ejercicio de la acción penal respecto a los efectos jurídicos de la 

despenalización del aborto en la legislación peruana y los beneficios que 

podría traer. Conforme a lo señalado por Fuster (2019) se centra en la 

comprensión profunda y la descripción de las experiencias subjetivas de los 

participantes en un fenómeno particular, en este diseño de estudio el 

investigador busca comprender la esencia de la práctica evidenciada por las 

personas en relación con un fenómeno específico.  

En cuanto a las categorías, Vives & Hamui (2021) afirman que son conceptos 

amplios y abstractos que agrupas y organizan un conjunto de fenómenos o 

ideas similares, dicho de otro modo, es un modo de resumir y etiquetar cada 

experiencia o concepto común encontrados en los datos recopilados. Mientras 

que una subcategoría es aquella subdivisión concreta de la categoría. Dado 

que la categoría abarca un conjunto más amplio de contextos, una 

subcategoría está centrado en cada aspecto particular o variación dentro de 

esa categoría más amplia. Es preciso mencionar que la tabla de 

categorización se encuentra detallado en la tabla 1.  

En esa misma línea, Vivar-Vera & Pauta-Cedillo (2022) sostienen la 
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despenalización del aborto que es aquella decisión con el que cuenta la mujer 

y que le permite elegir interrumpir el embarazo, situación que encuentra como 

condicionante a circunstancias de su entorno su manera de pensar más no a 

las acciones externas o la ausencia de conocimientos, o la falta de apoyo por 

parte del Estado.  Por otro lado, Gutiérrez-Ramos (2021) señala que la 

libertad sexual corresponde a las personas mayores de 14 años y debe ser 

comprendida como aquella capacidad reconocida por ley con la que cuenta el 

ser humano a fin de autodeterminarse y desarrollarse dentro de su ámbito de 

su sexualidad. 

En cuanto al escenario de estudio y participantes, Mendieta (2015) afirma que 

es el lugar geográfico en el que se realiza la ejecución de la investigación, dado 

que proporciona un marco integral que sitúa la investigación dentro de un 

contexto más amplio, definiendo sus parámetros y estableciendo la base para la 

dirección y valoración de la investigación. El estudio comprenderá como 

escenario de estudio a las Fiscalías Penales de Chimbote y Nuevo Chimbote.  

Los participantes fueron conformados por 08 fiscales Penales del distrito Fiscal                  

del Santa que comprende a la fiscalía penal de Chimbote y la Fiscalía Penal de 

Nuevo Chimbote. En cuanto a este punto, Ventura-León & Barboza-Palomino 

(2017) sostienen que en el estudio de enfoque cualitativo se utiliza la muestra 

representativa, ello es que incluye únicamente a los informantes que brindan 

información relevante y útil para el estudio.  Tomando en consideración el criterio 

de inclusión los informantes del estudio fueron conformado por 8 fiscales penales 

del distrito del Santa, ello por el trayecto recorrido como profesional y la 

experticia del tema, dado que ellos son competentes para conocer y calificar los 

delitos tanto de aborto y violación sexual de menor de edad.  

La técnica que se utilizó en este estudio fue la entrevista a profundidad, 

consiste en una conversación entre un investigador y un participante. Tiene 

como fin obtener información detallada y reflexiva sobre las experiencias, 

creencias o actitudes del participante. Al respecto, Sordini (2019) sostiene que 

la entrevista implica conversar ampliamente acerca del tema seleccionado 

buscando el tema y el patrón que dieron origen a la problemática, asimismo 

permite codificar cada dato de la entrevista.  El instrumento que se utilizó es la 

guía de entrevista que está agrupado por categorías y subcategorías. Sobre 
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lo señalado, Troncoso-Pantoja (2016) señala que es aquello que permite 

entablar una comunicación interpersonal entre el investigador y el informante 

a efectos de recopilar respuestas a las preguntas formuladas respecto del 

tema seleccionado. En cuanto al método utilizado para el análisis de la 

información, será el método inductivo, estudiado por Martínez (2023) como 

aquel método de razonamiento basado en la observación de hechos 

particulares para llegar a una conclusión general. Es decir, el método inductivo 

busca establecer ideas generales partiendo de cada premisa individual.  

En relación a los aspectos éticos de este estudio, se ha respetado el derecho 

intelectual de cada autor citado de acuerdo con las normas APA, y se ha 

cumplido con el Código de Ética de la UCV. Los datos personales de los 

participantes han sido protegidos y no se divulgarán a terceros. El estudio 

garantiza la originalidad según el informe de Turnitin. Además, la investigación 

se realizó siguiendo estrictamente los principios de autonomía, beneficencia, 

no maleficencia y justicia. En cuanto a la beneficencia y no maleficencia, los 

datos recopilados han sido codificados y custodiados, y se elaboró un informe 

general sin datos particulares. La información recopilada se utilizó 

exclusivamente para esta investigación. El principio de justicia se respetó al 

seleccionar las tesis en su totalidad como posibles participantes que cumplen 

con los criterios de inclusión, sin aplicar criterios de exclusión ni discriminación 

de ningún tipo. 
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II. RESULTADOS 

Objetivo General. Analizar la factibilidad de la despenalización del aborto 

en víctimas del delito de violación sexual de menores en el distrito Fiscal 

del Santa, 2022- 2023. 

Figura 1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Entrevista aplicada a los fiscales penales del Santa. 

Los argumentos para despenalizar el aborto en casos de violación sexual de menores, 

es un tema complejo que comprende tanto el aspecto legal, ético, social y de salud 

pública, en tal sentido refirieron que:  

Un primer fundamento para despenalizar el aborto es que “solo debe darse en el caso 

de una menor de edad”, debido a que “continuar con un embarazo no deseado 

producto de una violación sexual, involucra consideraciones éticas, legales, sociales 

y de salud pública”, dado que por su “minoría edad no podrá sustentar, al bebé”; ello 

en razón a que la despenalización del aborto reconoce la libertad de conciencia de 

las mujeres, y la capacidad para decidir respecto a un asunto que atañe su propia vida 

y salud; porque no se puede obligar a una menor ser madre a temprana edad.   Por 
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tema de salud, pues de lo contario sería “obligar una menor que lleve un su vientre el 

fruto de una violación sexual”, también “permitiría la protección de la salud física y 

mental de las víctimas”, evitando que tengan que recurrir a abortos clandestinos que 

ponen en riesgo su vida. 

Otro argumento por la que se debe despenalizar el aborto es que las menores de 

edad que fueron sometidas a “un acto violento y traumático” afecta su integridad física 

y psicológica, por lo que el hecho de permitir el aborto en estos casos respeta su 

“autonomía y su derecho a tomar decisiones sobre su propio cuerpo”, especialmente 

cuando el embarazo es una consecuencia directa de la violencia sexual; por lo que se 

“dejaría de forzar a las niñas a seguir con un embarazo y/o a ser madres de su 

violador”, o “dejaría de forzarlas a acudir a lugares clandestinos inseguros”, en tal 

sentido es que el Estado no puede seguir violentando a las mujeres de esa manera.  

Un tercer fundamento es que el embarazo forzado en mujeres que “sufrieron un acto 

de violación sexual tiene un impacto negativo en ellas”, haciéndolas más vulnerables, 

siendo “estigmatizadas ante la sociedad como mujeres que han sido violentadas 

sexualmente”, causando “desenlace negativo en su proyecto de vida”, por lo que la 

despenalización del aborto como opción permitirá el ejercicio real de sus derechos, 

dándole facultad para determinar si elige la maternidad como opción de vida; por 

cuanto su penalización “afecta otros derechos fundamentales como la dignidad, el 

proyecto de vida, la salud, la vida” y creando en la menor día a día un “resentimiento 

de odio hacia el concebido”, lo cual puede llevar incluso a la menor a atentar contra 

su propia vida.    

En cuanto a los desafíos para la despenalización del aborto afectan el derecho a la 

salud en los casos de violación sexual de menores de edad. Existen varios desafíos 

que pueden “afectar su derecho a la salud, además de la estigmatización y 

revictimización al intentar acceder a servicios de aborto seguro”, conllevando a la 

“disuasión de la búsqueda de atención” exponiéndose al riesgo de los “abortos 

clandestinos”.  

Otro desafío para la despenalización del aborto es la procedencia o el lugar de 

residencia de las menores, que viven en zonas rurales o de bajos recursos lo que 

dificulta y empeora la adecuada atención y protección de sus derechos.   
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Podemos encontrar “leyes restrictivas”, y “en muchas poblaciones el aborto es 

fuertemente estigmatizado”, en razón a que las víctimas de violación que buscan un 

aborto pueden enfrentar juicios morales y sociales, lo que puede disuadirlas de buscar 

la atención que necesitan y las creencias religiosas que no les permite legislar 

objetivamente. A la fecha nuestro país reconoce normas de protección al derecho a 

la vida, que se contraponen con la despenalización del aborto del embarazo no 

deseado producto del delito de violación sexual, ello trae consigo abortos clandestinos 

que muchas veces pueden culminar con consecuencias fatales, además de las 

afecciones a la salud de quienes se someten a este tipo de abortos. 

Otro factor es que “la sociedad no está preparada”, demuestra un “falso 

conservadurismo”, y ello directamente “afecta la salud de víctima de violación sexual”, 

segundo porque nuestro “sistema de salud está colapsado”, la “atención de salud por 

abortos producto de violación exige la necesidad de personal médico y psicólogos 

calificados”, con los cuales no cuenta el Estado.    

Y un grupo minoritario sostuvo que la despenalización no afecta el derecho de salud, 

lo que afecta el derecho de a la salud, es obligar tener al fruto de la violación y lucharía 

así contra muertes maternas a causa de abortos inseguros (que es una problemática 

de salud pública) y contra negocios inseguros de dicha práctica que transgreden la 

salud pública. 

Es de señalar que, despenalizar el aborto del embarazo no deseado en cada menor 

de estratos sociales bajos, prolonga la vulneración a su dignidad y proyecto de vida 

al imponerles a una maternidad forzada, así refieren que:  

En primera instancia es posible afirmar que la despenalización del aborto del 

embarazo no deseado en menor de edad de estratos sociales bajos “prolonga la 

vulneración a su dignidad y proyecto de vida y a sus derechos fundamentales”, como 

el “derecho a la integridad personal, a la salud y a la autonomía sobre su propio 

cuerpo”. 

Por otro lado, se “obliga a una menor a un proyecto de vida no deseado”, y lo que es 

más grave “en contra de la voluntad de la menor”, al imponérsele a una menor “llevar 

en su vientre el producto de una violación”, prolongando de este modo e incluso a lo 

largo de su vida la “vulneración a su dignidad” al haberle impuesto “una maternidad 

forzada”, debido a que la “obligar a las mujeres a llevar a término un embarazo 
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resultado de una violación es un ataque contra su autonomía y dignidad, ya que el 

Estado las trata no como "sujetos de derecho", por el contrario "instrumentos" para 

proteger la vida o la salud de otro individuo. Es fundamental reconocer que el 

embarazo forzado en estas circunstancias también tiene serias repercusiones en el 

aspecto físico, ginecológico y mental de la víctima de la agresión. 

O.E.1. Analizar los beneficios de la despenalización del aborto en el Perú. 

Figura 2 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 Fuente: Entrevista aplicada a los fiscales penales del Santa. 

Los abortos clandestinos e inseguros, y sus consecuencias negativas para la salud 

de las menores de edad es valorado como riesgo para la vida de la mujer en el proceso 

de gestación; en ese sentido, refieren que:  
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acciones de “intervención y recuperación quirúrgica” para las menores de edad con 

diagnóstico de aborto. A parte de contar con recurso humano idóneo, se debe de 
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En una segunda parte, permite evitar pone en riesgo de “vida de la menor”, evitando 

“efectos negativos para la salud de las menores de edad” sabiendo además que “las 

complicaciones son graves y la mortalidad materna asociada a abortos clandestinos” 

y continúa aportando a la “maternidad forzada”; de ahí la importancia de “no arriesgar 

su vida en centros de salud clandestino…” Ni mucho menos “poner en peligro su vida”.  

Otro elemento relevante es garantizar el “acceso a servicios” donde los abortos 

puedan ser tratados como “seguro y legal” permitiendo pues que cada menor de edad 

pueda “tener acceso a servicios médicos” normados y para ello el “Estado…” como 

ente rector debe de generar las “garantías de los centros médicos” donde la cobertura 

de las víctimas acceda a un “centro de salud” en condiciones sanitarias.  Para 

garantizar el acceso a los establecimientos de salud, “el sistema de salud debe ser de 

manera segura” y con “garantías…” para una atención y regulada desde el mismo 

“sistema de salud” evitando a que las “menores busquen ayuda médica en lugar 

inadecuados, e incluso recurriendo a métodos clandestinos, evitando que accedan a 

“lugares clandestinos e inseguros” ya que muchas “muertes” están “asociadas al 

aborto” “clandestino”. Es otra prioridad por parte del sistema de salud que coadyuve 

el trabajo articulado con otros estamentos públicos para la detección de las “menores 

que son víctima de violación sexual” como una de las principales causas de los 

abortos clandestinos. 

Ahora bien, es de señalar que las áreas de la investigación sobre la intrusión sexual 

necesitan más atención para desarrollar mejores políticas y prácticas, al respecto los 

entrevistados refirieron que:  

Existen diversas áreas de la investigación sobre la intrusión sexual, que requieren 

mayor atención para mejorar las políticas y prácticas, ya que esto incluye el “análisis 

de los perfiles y patrones de comportamiento de los perpetradores”, con el fin de 

“desarrollar mejores estrategias de prevención y detección”, además de promover el 

desarrollo de intervenciones efectivas para ayudar a las víctimas a recuperarse del 

trauma; en razón a que “la intrusión sexual” es el punto central dado que esto “evitaría 

llegar a la despenalización del aborto”, por cuanto la legislación debe ser “dinámica” 

y de cara a los “problemas sociales”.  

Otro punto relevante es que existen críticas de la “libertad y libertinaje sexual de los 

menores”; sin embargo, no se hace nada por una “debida orientación” respecto a la 
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vida sexual de los menores, simplemente se les ha abandonado a su suerte, y no es 

que se necesite más atención para desarrollar “mejores políticas y prácticas”, porque 

nunca se les ha atendido.      

Así también, otro aspecto relevante a tomarse en cuenta es que el Estado ha 

descuidado su “deber de cuidar la sexualidad de los menores”, no dándoles una 

“debida orientación y protección respecto a su vida sexual”, abiertamente los medios 

sociales difunden videos o fotos donde se observan la imagen de las niñas que fueron 

víctimas de violación sexual otras que incitan a la violación, al extremo que parte de 

la sociedad ha llegado a verlo como algo normal.  

Por lo tanto, es fundamental destacar que el "acceso a un aborto seguro" es un 

derecho que se debe garantizar para cualquier mujer, niña o persona capaz de quedar 

embarazada como resultado de una violación sexual. Negar este derecho implica la 

"vulneración de diversos derechos, y a no sufrir violencia ni discriminación. 

 

O.E.2. Determinar los criterios para la despenalización del aborto en la 

legislación comparada. 

Figura 3 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Entrevista aplicada a los fiscales penales del Santa. 

La despenalización del aborto en la legislación comparada se basa en una 

combinación de factores que incluyen consideraciones de salud, derechos humanos, 
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aceptación de los derechos reproductivos y la despenalización del aborto en diversas 

circunstancias; en tal sentido los informantes señalaron que:  

En primer lugar, es posible afirmar que “la persona razona y resuelve, conforme al 

ambiente social de donde vive”. Ello permite que el ser humano pueda tomar una 

“decisión basada en su libertad y proyecto de vida”. El factor social o emocionales no 

determinan si alguien es capaz de dar un “consentimiento válido”, lo que va determinar 

es el “factor cultural”. 

Otro factor a tomarse en cuenta es que los factores sociales y emocionales son 

cruciales para determinar si alguien puede dar un “consentimiento válido”, la 

“capacidad para proporcionar un consentimiento informado depende de un nivel de 

madurez emocional que permita comprender las consecuencias de la decisión”; es 

decir, las personas con mayor madurez emocional pueden evaluar mejor los riesgos 

y beneficios de una acción, lo cual es fundamental para que el consentimiento sea 

válido. 

Es de precisar que otro factor relevante que se debe tomar en consideración es es el 

continuo “contacto con otras personas que viene a ser nuestro medio social”, lo cual 

a su vez va influir cuando el niño o niña va desarrollándose emocionalmente, hay que 

tener en cuenta que el medio siempre va influenciar en la persona, y esto va permitir 

adquirir madurez para comprender que actos realizamos y asumir las consecuencias 

del mismo, la persona que haya adquirido mayor madurez definitivamente va ser más 

minucioso al dar su consentimiento.   

Un grupo minoritario señaló que, en aquel caso de agresión sexual contra un (a) 

menor, “la ley protege la indemnidad sexual y como tal existe la prohibición de 

mantener relaciones sexuales con menores de edad”, no resultando relevantes los 

factores sociales y emocionales; aunado a ello es que, el “factor social y emocional” 

no determina tu “capacidad para dar un consentimiento válido”, puesto que tu 

“consentimiento valido” va estar determinado por el grado cultural y madurez de la 

menor. 

En cuanto a los desafíos en la investigación y enjuiciamiento de casos de violación 

sexual. En primer lugar, se debe tener en cuenta que se abarcan “aspectos legales, 

sociales, psicológicos y técnicos”, que complica la búsqueda de justicia para las 

víctimas, pues, aquí entra a tallar mucho “el estrato social económico que ostenta 
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cada víctima”, así como la “estigma social”, pues muchas veces las víctimas de 

violación sexual a menudo enfrentan “estigmatización social”, lo que puede disuadirlas 

de denunciar el delito, además que viven con el “miedo a ser juzgadas, culpadas o no 

creídas”, lo que puede ser una barrera significativa para buscar justicia e incluso por 

las amenazas que realiza el sujeto activo. Por cuanto muchas veces “la víctima es 

marginada por sus familiares que no la empoderan ni acompañan para denunciar y 

seguir el proceso”, a lo que se suma la apatía de los servidores públicos y deficiencias 

de laboratorios. 

Asimismo, otro punto relevante a considerarse tanto en la investigación y 

enjuiciamiento  solo “nos basamos en las pruebas que se puedan recopilar”, pero 

dado la naturaleza del delito “exige personal calificado para la realización de 

exámenes médicos, evaluaciones psicológicas”, en nuestra legislación “el tema 

pericial es mínimo a diferencia de otros países”, aunado a esto “el factor económico 

va ser primordial al momento de contratar un profesional particular para las pericias 

respectivas”, la realidad nos demuestra que investigar un caso de violación sexual en 

la “zona rural es más complicado” que investigar en la ciudad, en la zona rural todavía 

prepondera una conducta machista y  creen que ni siquiera deben denunciar. Por su 

misma naturaleza este delito exige la investigación en forma inmediata para “evitar 

destruir las evidencias”, como puede ser el esperma, bello pubiano u otro, puesto que 

por lo general las víctimas se presentan a denunciar pasado de 15 días a más, lo que 

deja a la suerte solo con el resultado de la cámara Gesell con lo cual vamos a juicio. 

Un tercer factor que es que “el Estado debe preocuparse además por garantizar 

acceso a justicia a víctimas de violación sexual y toda la atención que requiere la 

víctima”, incluyendo el “servicio de interrupción de embarazo” si ella así lo desea; o el 

“servicio de atención del embarazo” si es que desea continuar con el mismo; debido 

a que “somos un país con mucho atraso en lo referente a técnicas de investigación 

en delitos de violación sexual de menores”, “no se cuenta con personal calificado o 

especializado en el área psicológica, los psicólogos no cuentan con especialidad, las 

faltan cámaras Gesell, y el juicio se ven esas deficiencias o limitaciones”.    
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O.E.3. Examinar las consecuencias de la agresión sexual que se generan en la 

víctima menor de edad. 

 

Figura 4 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Entrevista aplicada a los fiscales penales del Santa. 

En primera instancia se debe tomar en cuenta que los obstáculos que se enfrentan 

en la autodeterminación sexual están referidos a las “normas sociales y culturales 

tradicionales que pueden imponer expectativas restrictivas sobre el comportamiento 

sexual” y la “identidad de género”, limitando la autodeterminación sexual.   

Por otro lado, la sociedad “crea una suerte de normas o patrones sociales”, que van 

a restringir por no decir “reprimir el comportamiento sexual y la identidad de género”, 

limitando la autodeterminación sexual. Pues, “vivimos en sociedad, y los integrantes 

de la sociedad son los principales críticos de la orientación y vida sexual de las 

personas”, obligando a las personas por vergüenza a reprimir su orientación y vida 

sexual. Por cuanto las menores “muchas veces son influenciadas sexualmente por 

sus propios familiares más cercanos, en la forma de vestir”, con el acceso a internet 

y televisión o comentarios con contenidos no propios para su edad; “las personas se 

van a reprimir o influenciar por el que dirán de la sociedad”, limitando así su sexualidad 

y/o identidad de género.   

Otro aspecto que limita la autodeterminación sexual es el aspecto cultural debido a 

que “la sociedad no está preparada para aceptar o ver a una niña que quiere ser niño, 

o a un niño que quiere ser niña”, lo cual obedece no “al antojo del niño o niña, sino al 

tema hormonal”. 
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 Ahora es fundamental tomar en cuenta que una de las consecuencias que se genera 

en los casos de violación sexual es que “según ley a una víctima de violación sexual 

se le debe dar atención inmediata”, a través del hospital, policía nacional, Ministerio 

Público, Poder Judicial, Ministerio de la Mujer entre otros entes del Estado, por tu 

sola condición de víctima “el Estado le brinda toda la atención que se necesita”.  

Pues, “el ejercicio de los derechos es igualitario para cualquier víctima sin importar 

los estratos sociales”, sin embargo, es de conocimiento que “los estratos sociales 

bajos, así como medio rural son los sectores que sufren desigualdades, pues carecen 

de conocimiento muchas veces para ejercitar sus derechos”; todo ello, es a raíz de 

la “poca información de sus derechos sexuales…” y sobro todo por el machismo 

enraizado que aún persiste; por lo que es “el Estado quien les garantiza ese derecho 

a través del Ministerio Público y Poder Judicial”, ya que tengan limitaciones es otro 

tema. 

Sin embargo, otro grupo señaló que, se debe tomar en cuenta que en el Perú “el 

ejercicio de un derecho, además de tener un costo económico”, se “enfrenta contra 

discriminación social” en otros aspectos negativos.  

Aunado a ello, es que aquellas menores de edad de los “estratos sociales bajos y 

medio rural que son víctimas de violación sexual enfrentan mayores obstáculos al 

hacer efectivo su derecho a la indemnidad sexual”; debido a que en las “áreas rurales 

y de bajos ingresos a menudo carecen de acceso a recursos legales y apoyo 

adecuado”, comprendiendo ello a la “falta de acceso a abogados especializados, 

servicios de apoyo a víctimas y sistemas judiciales” que puedan defender sus 

derechos de manera efectiva. 

Además es de afirmar que en teoría si se encontrarían en capacidad de hacer valer 

su “derecho a la indemnidad sexual”, dado que “el Estado tiene su rol protector bajo 

el principio de igual ante la ley”, sin embargo, en la práctica no es así, “los menores 

de edad de los estratos sociales bajos y medio rural son los que más sufren la 

desigualdad”, puesto que “no cuentan con conocimiento mínimo de cómo hacer valer 

sus derechos, “el Estado ha olvidado su rol protector con los menores del medio 

rural”. 

No solo las menores de estratos sociales bajos y medio rural, sino toda menor en el 
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país; no estaría en “condiciones o en capacidades para hacer valer su derecho a la 

indemnidad sexual”, cuando está frente a una agresión sexual por cuanto éstas 

tienen la “condición de sujetos vulnerables” y como tal son “fáciles presas de sus 

agresores sexuales”. 

 

O.E.4. Identificar las consecuencias directas e indirectas que trae consigo 

penalizar el aborto en los casos de violación sexual a los menores de edad.  

Figura 5 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Entrevista aplicada a los fiscales penales del Santa.  

Las consecuencias de la violación sexual son negativas en la vida del menor de edad, 

en razón a que genera traumas que impactan significativamente la capacidad mental 

de las menores para tomar decisiones informadas y autónomas sobre su sexualidad. 

El trauma puede provocar diversos problemas de salud mental, como el estrés 

postraumático, la ansiedad y la depresión, que pueden nublar su juicio y su capacidad 

para tomar decisiones, así refirieron los entrevistados:   

En primer lugar, que los menores de edad no tener “el desarrollo suficiente para 

afrontar el estigma social”, se prefiere el aborto; basado en la “estigmatización, que 

conlleva a recurrir a lugares clandestinos inseguros”, pues se ve como una mancha, 

un estigma social, resultado el aborto como la “única opción de las víctimas para evitar 

la exposición y estigmatización” debido “al reproche, estigma familiar y social” debido 

a que “una menor es imposible que afronte la carga de ser madre a temprana edad y 

de un concebido que no desea”, y por el solo hecho de sufrir una violación sexual “la 

sociedad misma se encarga de estigmatizarla” a la menor.  
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Otra consecuencia que se origina es que “las menores víctimas de violación sexual 

suelen afrontar estigma y revictimización al intentar acceder a servicios de aborto 

seguro”, ponen en “peligro la vida y la salud de las menores víctimas de agresión 

sexual”; además de una "legislación restrictiva", las mujeres pueden enfrentarse a 

otros obstáculos, como la limitada "disponibilidad de servicios" y los "altos costos"., 

pues en “nuestra sociedad la sola violación sexual sin tener en cuenta que es un 

hecho que una menor no ha deseado”, ahora ese definitivamente va sumar y/o 

conllevar a un aborto clandestino.  

Otra de las consecuencias es que las menores de edad que sufren una “violación 

sexual se enfrentan a diversos factores obstaculizadores o desfavorecedores” que 

pueden inducirlas a recurrir a “abortos clandestinos”, lo que puede disuadirlas de 

buscar atención médica. 

Otra consecuencia, es que el aborto está restringido o es ilegal, incluso en casos de 

violación, esto “obliga a las menores a buscar abortos clandestinos como única 

opción disponible”, aunado a ello, es que las “víctimas de violación sexual temen el 

juicio y la condena social” si se descubre que han sido violadas y desean abortar, lo 

que las lleva a buscar métodos clandestinos para evitar la exposición. Las víctimas 

de violación sexual se ven obligadas a “recurrir a abortos clandestinos arriesgando 

su vida al someterse a dichos procedimientos”.  
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III. DISCUSIÓN 

Objetivo General. Analizar la factibilidad de la despenalización del aborto en 

víctimas del delito de violación sexual de menores en el distrito Fiscal del Santa, 

2022- 2023. 

La despenalización del aborto a causa de violación sexual de menores de edad 

no solo requiere un análisis minucioso de los marcos legales y sus efectos, sino 

también una comprensión integral de los contextos sociales, médicos y 

psicológicos que rodean a las víctimas. Es esencial entender las implicaciones 

médicas del aborto para menores que han sido víctimas de violación sexual y 

cómo la legislación actual limita su acceso a servicios de salud seguros y 

adecuados. También se debe tener en cuenta el impacto psicológico y emocional 

en las víctimas y la necesidad de implementar políticas que protejan tanto su 

salud física como su bienestar mental.  

La despenalización del aborto en estos casos es un tema complejo que abarca 

dimensiones legales, éticas, sociales y de salud pública: 

Un primer fundamento para despenalizar el aborto es que “solo debe darse en 

el caso de una menor de edad”, debido a que “continuar con un embarazo no 

deseado producto de una violación sexual, involucra consideraciones éticas, 

legales, sociales y de salud pública”, dado que por su “minoría edad no podrá 

sustentar, al bebé”; ello en razón a que la despenalización del aborto reconoce 

la libertad de conciencia de las mujeres, y la capacidad para decidir respecto a 

un asunto que atañe su propia vida y salud; porque no se puede obligar a una 

menor ser madre a temprana edad.   Por tema de salud, pues de lo contario sería 

“obligar una menor que lleve un su vientre el fruto de una violación sexual”, 

también “permitiría la protección de la salud física y mental de las víctimas”, 

evitando que tengan que recurrir a abortos clandestinos que ponen en riesgo su 

vida. 

Otro argumento por la que se debe despenalizar el aborto es que las menores 

de edad que fueron sometidas a “un acto violento y traumático” afecta su 

integridad física y psicológica, por lo que el hecho de permitir el aborto en estos 

casos respeta su “autonomía y su derecho a tomar decisiones sobre su propio 

cuerpo”, especialmente cuando el embarazo es una consecuencia directa de la 
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violencia sexual; por lo que se “dejaría de forzar a las niñas a seguir con un 

embarazo y/o a ser madres de su violador”, o “dejaría de forzarlas a acudir a 

lugares clandestinos inseguros”, en tal sentido es que el Estado no puede seguir 

violentando a las mujeres de esa manera.  

Un tercer fundamento es que el embarazo forzado en mujeres que “sufrieron un 

acto de violación sexual tiene un impacto negativo en ellas”, haciéndolas más 

vulnerables, siendo “estigmatizadas ante la sociedad como mujeres que han sido 

violentadas sexualmente”, causando “desenlace negativo en su proyecto de 

vida”, por lo que la despenalización del aborto como opción permitirá el ejercicio 

real de sus derechos, dándole facultad para determinar si elige la maternidad 

como opción de vida; por cuanto su penalización “afecta otros derechos 

fundamentales como la dignidad, el proyecto de vida, la salud, la vida” y creando 

en la menor día a día un “resentimiento de odio hacia el concebido”, lo cual 

puede llevar incluso a la menor a atentar contra su propia vida.    

En cuanto a los desafíos para la despenalización del aborto afectan el derecho 

a la salud en los casos de violación sexual de menores de edad. 

Existen varios desafíos para la despenalización del aborto en casos de violación 

sexual de menores de edad que pueden “afectar su derecho a la salud, además 

de la estigmatización y revictimización al intentar acceder a servicios de aborto 

seguro”, conllevando a la “disuasión de la búsqueda de atención” exponiéndose 

al riesgo de los “abortos clandestinos”.  

Otro desafío para la despenalización del aborto es la procedencia o el lugar de 

residencia de las menores, que viven en zonas rurales o de bajos recursos lo 

que dificulta y empeora la adecuada atención y protección de sus derechos.   

Podemos encontrar “leyes restrictivas”, y “en muchas poblaciones el aborto es 

fuertemente estigmatizado”, en razón a que las víctimas de violación que buscan 

un aborto pueden enfrentar juicios morales y sociales, lo que puede disuadirlas 

de buscar la atención que necesitan y las creencias religiosas que no les permite 

legislar objetivamente. A la fecha nuestro país reconoce normas de protección 

al derecho a la vida, que se contraponen con la despenalización del aborto del 

embarazo no deseado producto del delito de violación sexual, ello trae consigo 

abortos clandestinos que muchas veces pueden culminar con consecuencias 
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fatales, además de las afecciones a la salud de quienes se someten a este tipo 

de abortos. 

Otro factor es que “la sociedad no está preparada”, demuestra un “falso 

conservadurismo”, y ello directamente “afecta la salud de víctima de violación 

sexual”, segundo porque nuestro “sistema de salud está colapsado”, la “atención 

de salud por abortos producto de violación exige la necesidad de personal 

médico y psicólogos calificados”, con los cuales no cuenta el Estado.    

Y un grupo minoritario sostuvo que la despenalización no afecta el derecho de 

salud, lo que afecta el derecho de a la salud, es obligar tener al fruto de la 

violación y lucharía así contra muertes maternas a causa de abortos inseguros 

(que es un problema de salud pública) y contra negocios inseguros de dicha 

práctica que atentan contra la salud pública. 

Es de señalar que, despenalizar el aborto del embarazo no deseado en las 

menores de edad de estratos sociales bajos, prolonga la vulneración a su 

dignidad y proyecto de vida al imponerles a una maternidad forzada, así refieren 

que:  

En primera instancia es posible afirmar que la despenalización del aborto del 

embarazo no deseado en menores de edad de estratos sociales bajos “prolonga 

la vulneración a su dignidad y proyecto de vida y a sus derechos humanos 

fundamentales”, como el “derecho a la integridad personal, a la salud y a la 

autonomía sobre su propio cuerpo”. 

Por otro lado, se “obliga a una menor a un proyecto de vida no deseado”, y lo 

que es más grave “en contra de la voluntad de la menor”, al imponérsele a una 

menor “llevar en su vientre el producto de una violación”, prolongando de este 

modo e incluso a lo largo de su vida la “vulneración a su dignidad” al haberle 

impuesto “una maternidad forzada”, debido a que forzar a una mujer a continuar 

con un embarazo resultante de una violación es una violación de su autonomía 

y dignidad, ya que el Estado las ve no como "sujetos de derecho", por el contrario 

como "instrumentos" para proteger la vida o la salud de otra persona. Es 

importante reconocer que un embarazo forzado en estas circunstancias también 

tiene graves efectos en la salud física, ginecológica y mental de las víctimas de 

violencia sexual.Así, al analizar la factibilidad de la despenalización del aborto 



30 

en víctimas del delito de violación sexual de menores en el distrito Fiscal del 

Santa, 2022- 2023, es de afirmar que se debe tomar en cuenta el contexto legal 

vigente y las disposiciones específicas del CP, además de las interpretaciones 

judiciales recientes, tal como sostiene Lema (2020) que se debe despenalizar el 

aborto como consecuencia de una violación resulta urgente y necesaria a men 

de salvaguardar el derecho de la mujer, en razón a que no resulta posible obligar 

a una mujer continuar con un embarazo que no ha deseado y que le ha sido 

impuesto con la fuerza o engaños  a las niñas y adolescentes que hayan decidido 

interrumpir el embarazo; sin embargo, en el caso de las víctimas que deseen 

continuar con el embarazo el Estado está obligado a proveerles ayuda mediante 

programas psicológicos, económicos protegiendo al niño y la madre; para su 

despenalización del aborto cuando se haya cometido el ilícito de violación sexual 

debe ser en base a la protección de los derechos fundamentales de las mujeres, 

incluyendo el derecho a la dignidad, la integridad personal y la salud; también se 

condice con la investigación realizada por Cobo (2020) quien llegó a concluir que 

es posible que se reduzca los debates en cuanto al proyecto despenalización 

del aborto por tres causales abordado por los representantes mediatizados que 

centralizan en núcleo de las discusiones y la relevancia en cuento a los 

conceptos y nociones de carácter “político y simbólico” de aquello que 

deberíamos ver como el “cuerpo” y “vida”; pues son las experiencias de 

naturaleza material, histórica y particular de cada mujer en lo concerniente a las 

prácticas abortivas, en lo concerniente a las causas así como sus 

consecuencias, desplazadas por la prensa al momento de prestarle cobertura.  

Ello se fundamenta en las teorías que sustentan a la despenalización del aborto, 

Zaffaroni (2015) sostiene que se denomina teoría del delito a ámbito de las 

ciencias del derecho penal que se encargan del estudio del delito en general; 

esto es, establecer cuáles son las características que debe contar los delitos 

cualesquiera que sean; ahora bien estos estudios no son solo la secuencia del 

itercrimins del delito con intereses especulativos, sino que responde a exigir que 

se cumpla con un contenido eminentemente práctico, esto es que en definitiva 

sirva y facilite determinar la concurrencia de la materialización del delito en cada 

caso concreto. En cuanto a la despenalización del aborto Mac Dougall (2018) 

señala que es excluir los artículos que punibilizan las prácticas del aborto, esto 
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es para mujer gestante al igual que para el profesional médico de salud que 

practique dicha intervención, para lo cual es resulta necesario que la gestante 

manifieste su libre consentimiento. En esa misma línea, Vivar-Vera & Pauta-

Cedillo (2022) sostienen la despenalización del aborto que es aquella decisión 

con el que cuenta la mujer y que le permite elegir interrumpir el embarazo, 

situación que encuentra como condicionante a circunstancias de su entorno su 

manera de pensar más no a las acciones externas o la ausencia de 

conocimientos, o la falta de apoyo por parte del Estado. 

Ahora bien, es preciso señalar el marco normativo dentro del CP (1991) en el 

libro segundo título I ha regulado los delitos contra la vida el cuerpo y la salud, 

Capítulo II ha regulado el delito de aborto desde el art. 114 hasta el art. 120, en 

los que se castiga penalmente no solo aquellas conductas de interrupciones 

libres y voluntarias de los embarazos, sino, que busca evitar a toda costa que se 

frustre la maternidad, regulando conductas como el auto aborto, aborto 

consentido y no consentido, sentimental, eugenésico. 

A criterio del investigador es preciso sostener que uno de los principales desafíos 

para la procedencia de la despenalización del aborto en estos delitos de 

menores es la complejidad jurídica y moral involucrada; debido a que la 

legislación sobre el aborto a menudo se encuentra en la intersección de 

profundas convicciones éticas, religiosas y culturales. En muchos contextos, la 

oposición a cualquier forma de aborto, incluso en casos de violación, se basa en 

principios religiosos que consideran que la vida comienza en el momento de la 

concepción; no obstante, se debe atender que las menores de edad no se 

encuentran en la capacidad y el sustento de criar a otro bebé que conlleva asumir 

responsabilidades forzando una maternidad no deseada.  

OE1. Analizar los beneficios de la despenalización del aborto en el Perú. 

Al analizar los beneficios de la despenalización del aborto en el Perú, se constató 

que esta medida podría reducir la cantidad de abortos clandestinos y peligrosos 

que ponen en riesgo la vida y la salud de las mujeres. Además, permitiría que 

las víctimas de violación accedan a servicios médicos seguros y profesionales, 

lo que disminuiría significativamente el riesgo de complicaciones médicas 

asociadas con abortos inseguros. También se fortalecería el derecho de las 



32 

menores a tomar decisiones informadas sobre sus propios cuerpos, 

promoviendo su autonomía y empoderamiento, ya que las consecuencias 

negativas impactan directamente en sus proyectos de vida.  

De los resultados obtenidos se tiene que, para la despenalización de los abortos 

clandestinos e inseguros, y sus consecuencias negativas para la salud de las 

menores de edad es valorado como riesgo para la vida de la mujer en el proceso 

de gestación; en ese sentido, refieren que:  

En primera instancia se debe de garantizar de “personal de salud confiable…” 

que permita “garantizar con efectividad” la atención sanitaria, para ello los 

“profesionales de la salud deben estar capacitados” y a la vez entrenados. 

Asimismo, es contar con el número de “profesionales de salud idóneos” que 

puedan realizar acciones de “intervención y recuperación quirúrgica” para las 

menores de edad con diagnóstico de aborto. A parte de contar con recurso 

humano idóneo, se debe de contar con infraestructura e “instrumental o equipo 

quirúrgico” con el propósito de tener una atención sanitaria integral.  

En una segunda parte, permite evitar pone en riesgo de “vida de la menor”, 

evitando “consecuencias negativas para la salud de las menores de edad” 

sabiendo además que “las complicaciones son graves y la mortalidad materna 

asociada a abortos clandestinos” y continúa aportando a la “maternidad forzada”; 

de ahí la importancia de “no arriesgar su vida en centros de salud clandestino…” 

Ni mucho menos “poner en peligro su vida”.  

Otro elemento relevante es garantizar el “acceso a servicios” donde los abortos 

puedan ser tratados como “seguro y legal” permitiendo pues que las menores de 

edad puedan “acceder a servicios médicos” normados y para ello el “Estado…” 

como ente rector debe de generar las “garantías de los centros médicos” donde 

la cobertura de las víctimas acceda a un “centro de salud” en condiciones 

sanitarias.  Para garantizar el acceso a los establecimientos de salud, “el sistema 

de salud debe ser de manera segura” y con “garantías…” para una atención y 

regulada desde el mismo “sistema de salud” evitando a que las “menores 

busquen ayuda médica en lugar inadecuados, e incluso recurriendo a métodos 

clandestinos, evitando que accedan a “lugares clandestinos e inseguros” ya que 

muchas “muertes” están “asociadas al aborto” “clandestino”. Es otra prioridad 
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por parte del sistema de salud que coadyuve el trabajo articulado con otros 

estamentos públicos para la detección de las “menores que son víctima de 

violación sexual” como una de las principales causas de los abortos 

clandestinos. 

Ahora bien, es de señalar que las áreas de la investigación sobre la intrusión 

sexual necesitan más atención para desarrollar mejores políticas y prácticas, al 

respecto los entrevistados refirieron que:  

Existen diversas áreas de la investigación sobre la intrusión sexual, que 

requieren mayor atención para mejorar las políticas y prácticas, ya que esto 

incluye el “análisis de los perfiles y patrones de comportamiento de los 

perpetradores”, con el fin de “desarrollar mejores estrategias de prevención y 

detección”, además de promover el desarrollo de intervenciones efectivas para 

ayudar a las víctimas a recuperarse del trauma; en razón a que “la intrusión 

sexual” es el punto central dado que esto “evitaría llegar a la despenalización del 

aborto”, por cuanto la legislación debe ser “dinámica” y de cara a los “problemas 

sociales”.  

Otro punto relevante es que existen críticas de la “libertad y libertinaje sexual de 

los menores”; sin embargo, no se hace nada por una “debida orientación” 

respecto a la vida sexual de los menores, simplemente se les ha abandonado a 

su suerte, y no es que se necesite más atención para desarrollar “mejores 

políticas y prácticas”, porque nunca se les ha atendido.      

Así también otro aspecto relevante a tomarse en cuenta es que el Estado ha 

descuidado su “deber de cuidar la sexualidad de los menores”, no dándoles una 

“debida orientación y protección respecto a su vida sexual”, abiertamente los 

medios sociales difunden videos o fotos donde se observan la imagen de las 

niñas que fueron víctimas de violación sexual otras que incitan a la violación, al 

extremo que parte de la sociedad ha llegado a verlo como algo normal.  

Por lo tanto, es fundamental subrayar que el "acceso a un aborto seguro" es un 

derecho que debería estar garantizado para cualquier mujer, niña o persona que 

pueda quedar embarazada como resultado de una violación sexual. Negar este 

acceso conlleva la "vulneración de diversos derechos”.  
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OE2. Determinar los criterios para la despenalización del aborto en la legislación 

comparada.  

La legislación comparada se basa en diferentes criterios para despenalizar el 

aborto en los casos de violación sexual tales como la protección de la salud y la 

vida de la menor de edad (víctima), la reducción de abortos clandestinos y 

mortalidad materna, y el respeto a la dignidad y autonomía de la víctima.  

Al entrevistar a los fiscales se obtuvo como resultado que la despenalización del 

aborto en la legislación comparada se basa en una combinación de factores que 

incluyen consideraciones de salud, derechos humanos, y la autonomía de la 

mujer. Cada país aborda el tema desde perspectivas culturales, sociales y 

legales distintas, lo que resulta en un panorama diverso y en ocasiones 

contradictorio. La tendencia global, sin embargo, parece moverse hacia una 

mayor aceptación de los derechos reproductivos y la despenalización del aborto 

en diversas circunstancias; en tal sentido los informantes señalaron que:  

En primer lugar, es posible afirmar que “la persona razona y resuelve, conforme 

al ambiente social de donde vive”. Ello permite que el ser humano pueda tomar 

una “decisión basada en su libertad y proyecto de vida”. El factor social o 

emocionales no determinan si alguien es capaz de dar un “consentimiento 

válido”, lo que va determinar es el “factor cultural”. 

Otro factor a tomarse en cuenta es que los factores sociales y emocionales son 

cruciales para determinar si alguien puede dar un “consentimiento válido”, la 

“capacidad para proporcionar un consentimiento informado depende de un nivel 

de madurez emocional que permita comprender las consecuencias de la 

decisión”; es decir, las personas con mayor madurez emocional pueden evaluar 

mejor los riesgos y beneficios de una acción, lo cual es fundamental para que el 

consentimiento sea válido. 

Es de precisar que otro factor relevante que se debe tomar en consideración es 

es el continuo “contacto con otras personas que viene a ser nuestro medio 

social”, lo cual a su vez va influir cuando el niño o niña va desarrollándose 

emocionalmente, hay que tener en cuenta que el medio siempre va influenciar 

en la persona, y esto va permitir adquirir madurez para comprender que actos 

realizamos y asumir las consecuencias del mismo, la persona que haya 
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adquirido mayor madurez definitivamente va ser más minucioso al dar su 

consentimiento.   

Un grupo minoritario señaló que, en casos de las agresiones sexuales contra 

menores, “la ley protege la indemnidad sexual y como tal existe la prohibición de 

mantener relaciones sexuales con menores de edad”, no resultando relevantes 

los factores sociales y emocionales; aunado a ello es que, el “factor social y 

emocional” no determina tu “capacidad para dar un consentimiento válido”, 

puesto que tu “consentimiento valido” va estar determinado por el grado cultural 

y madurez de la menor. 

En primer lugar, se debe tener en cuenta que “existen numerosos desafíos en la 

investigación y enjuiciamiento de casos de violación sexual”, los mismos que 

abarcan “aspectos legales, sociales, psicológicos y técnicos”, que complica la 

búsqueda de justicia para las víctimas, pues, aquí entra a tallar mucho “el estrato 

social económico que ostenta cada víctima”, así como la “estigma social”, pues 

muchas veces las víctimas de violación sexual a menudo enfrentan 

“estigmatización social”, lo que puede disuadirlas de denunciar el delito, además 

que viven con el “miedo a ser juzgadas, culpadas o no creídas”, lo que puede 

ser una barrera significativa para buscar justicia e incluso por las amenazas que 

realiza el sujeto activo. Por cuanto muchas veces “la víctima es marginada por 

sus familiares que no la empoderan ni acompañan para denunciar y seguir el 

proceso”, a lo que se suma la apatía de los servidores públicos y deficiencias de 

laboratorios. 

Asimismo, otro punto relevante a considerarse tanto en la investigación y 

enjuiciamiento  solo “nos basamos en las pruebas que se puedan recopilar”, pero 

dado la naturaleza del delito “exige personal calificado para la realización de 

exámenes médicos, evaluaciones psicológicas”, en nuestra legislación “el tema 

pericial es mínimo a diferencia de otros países”, aunado a esto “el factor 

económico va ser primordial al momento de contratar un profesional particular 

para las pericias respectivas”, la realidad nos demuestra que investigar un caso 

de violación sexual en la “zona rural es más complicado” que investigar en la 

ciudad, en la zona rural todavía prepondera una conducta machista y  creen que 

ni siquiera deben denunciar. Por su misma naturaleza este delito exige la 



36 

investigación en forma inmediata para “evitar destruir las evidencias”, como 

puede ser el esperma, bello pubiano u otro, puesto que por lo general las 

víctimas se presentan a denunciar pasado de 15 días a más, lo que deja a la 

suerte solo con el resultado de la cámara Gesell con lo cual vamos a juicio. 

Un tercer factor que es que “el Estado debe preocuparse además por garantizar 

acceso a justicia a víctimas de violación sexual y toda la atención que requiere 

la víctima”, incluyendo el “servicio de interrupción de embarazo” si ella así lo 

desea; o el “servicio de atención del embarazo” si es que desea continuar con el 

mismo; debido a que “somos un país con mucho atraso en lo referente a técnicas 

de investigación en delitos de violación sexual de menores”, “no se cuenta con 

personal calificado o especializado en el área psicológica, los psicólogos no 

cuentan con especialidad, las faltan cámaras Gesell, y el juicio se ven esas 

deficiencias o limitaciones”.    

Ello se condice con el estudio previo de Arteaga (2022) quien llegó a concluir 

que resulta necesario despenalizar la conducta penada como aborto en aquellos 

casos de violaciones sexuales, en razón a que la punición viene generando 

consecuencias tales como los elevados índices de mortalidad de las madres en 

estado de gestación que deciden interrumpir el embarazo viéndose obligadas a 

acudir a centros médicos clandestinos por cuanto carecen de los estándares 

necesarios y mínimos para garantizar la integridad, conllevando a los riesgos 

para su salud y vida. En esa misma línea se tiene a Alcos (2022) quien llegó a 

concluir que admitir la viabilidad del aborto en las niñas y adolescentes como 

consecuencia de los delitos de violación sexual no tiene influencia con el derecho 

constitucional de la vida en ordenamiento jurídico penal peruano. 

Lo que se fundamenta en la teoría de violación sexual de menores de edad 

desarrollado por Browne & Finkelhor (1986) quienes explican que la teoría 

violación sexual de menores de edad sostienen que la teoría condicional es una 

de las primeras teorías que se encarga de explicar que la violación de menores 

tiene una naturaleza multifactorial. Así se determinó la presencia del sentimiento 

de traición que consiste en la dialéctica que el menor viene a descubrir que la 

persona en la que confía y a la que le une una marcada relación de dependencia 

finalmente le ha generado o causado daños. 
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Al respecto, la OMS (2022) señala que aborto clandestino, viene a ser la acción 

desplegada para dará fin a un embarazo y que es llevado a cabo en condiciones 

médicas que carecen de los estándares mínimos para realizar dicho 

procedimiento y que además es realizado por personas que no cuentan con las 

habilidades necesarias.     

OE3. Examinar las consecuencias de la agresión sexual que se generan en la 

víctima menor de edad. 

El abuso sexual en menores de edad tiene graves efectos psicológicos y 

emocionales que pueden perdurar a largo plazo; además de que las víctimas 

suelen presentar desconfianza, miedo, hostilidad, vergüenza, ansiedad, culpa, 

depresión, angustia, problemas de autoestima, disfunciones sexuales, mayor 

incidencia de embarazos no deseados y de infecciones de transmisión sexual, 

así como conductas sexuales inadecuadas y riesgosas. Estas secuelas son más 

severas cuando el abuso es más frecuente y prolongado, involucra violencia, y 

el agresor tiene una relación cercana con la víctima.  

De la aplicación de las entrevistas a los fiscales penales se ha obtenido que, en 

primera instancia se debe tomar en cuenta que los obstáculos que se enfrentan 

en la autodeterminación sexual están referidos a las “normas sociales y 

culturales tradicionales que pueden imponer expectativas restrictivas sobre el 

comportamiento sexual” y la “identidad de género”, limitando la 

autodeterminación sexual.   

Por otro lado, la sociedad “crea una suerte de normas o patrones sociales”, que 

van a restringir por no decir “reprimir el comportamiento sexual y la identidad de 

género”, limitando la autodeterminación sexual. Pues, “vivimos en sociedad, y 

los integrantes de la sociedad son los principales críticos de la orientación y vida 

sexual de las personas”, obligando a las personas por vergüenza a reprimir su 

orientación y vida sexual. Por cuanto las menores “muchas veces son 

influenciadas sexualmente por sus propios familiares más cercanos, en la forma 

de vestir”, con el acceso a internet y televisión o comentarios con contenidos no 

propios para su edad; “las personas se van a reprimir o influenciar por el que 

dirán de la sociedad”, limitando así su sexualidad y/o identidad de género.   
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Otro aspecto que limita la autodeterminación sexual es el aspecto cultural debido 

a que “la sociedad no está preparada para aceptar o ver a una niña que quiere 

ser niño, o a un niño que quiere ser niña”, lo cual obedece no “al antojo del niño 

o niña, sino al tema hormonal”. 

 Ahora es fundamental tomar en cuenta que una de las consecuencias que se 

genera en los casos de violación sexual es que “según ley a una víctima de 

violación sexual se le debe dar atención inmediata”, a través del hospital, policía 

nacional, Ministerio Público, Poder Judicial, Ministerio de la Mujer entre otros 

entes del Estado, por tu sola condición de víctima “el Estado le brinda toda la 

atención que se necesita”.  Pues, “el ejercicio de los derechos es igualitario para 

cualquier víctima sin importar los estratos sociales”, sin embargo, es de 

conocimiento que “los estratos sociales bajos, así como medio rural son los 

sectores que sufren desigualdades, pues carecen de conocimiento muchas 

veces para ejercitar sus derechos”; todo ello, es a raíz de la “poca información 

de sus derechos sexuales…” y sobro todo por el machismo enraizado que aún 

persiste; por lo que es “el Estado quien les garantiza ese derecho a través del 

Ministerio Público y Poder Judicial”, ya que tengan limitaciones es otro tema. 

Sin embargo, otro grupo señaló que, se debe tomar en cuenta que en el Perú “el 

ejercicio de un derecho, además de tener un costo económico”, se “enfrenta 

contra discriminación social” en otros aspectos negativos.  

Igualmente, las menores de edad de "estratos sociales bajos y zonas rurales" 

que son víctimas de violación sexual enfrentan mayores obstáculos para ejercer 

su derecho a la indemnidad sexual. Esto se debe a que en las "áreas rurales y 

de bajos ingresos" a menudo no tienen acceso a recursos legales y apoyo 

adecuado, lo que incluye la "falta de acceso a abogados especializados, 

servicios de apoyo a víctimas y sistemas judiciales" que puedan defender sus 

derechos de manera efectiva.  

Además es de afirmar que en teoría si se encontrarían en capacidad de hacer 

valer su “derecho a la indemnidad sexual”, dado que “el Estado tiene su rol 

protector bajo el principio de igual ante la ley”, sin embargo, en la práctica no es 

así, “los menores de edad de los estratos sociales bajos y medio rural son los 

que más sufren la desigualdad”, puesto que “no cuentan con conocimiento 
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mínimo de cómo hacer valer sus derechos, “el Estado ha olvidado su rol protector 

con los menores del medio rural”. 

No solo las menores de estratos sociales bajos y medio rural, sino toda menor 

en el país; no estaría en “condiciones o en capacidades para hacer valer su 

derecho a la indemnidad sexual”, cuando está frente a una agresión sexual por 

cuanto éstas tienen la “condición de sujetos vulnerables” y como tal son “fáciles 

presas de sus agresores sexuales”.  

OE4. Identificar las consecuencias directas e indirectas que trae consigo 

penalizar el aborto en los casos de violación sexual a los menores de edad.  

Las principales consecuencias de penalizar el aborto en este tipo de ilícito a 

menores de edad incluyen graves daños a la salud física y mental de las 

víctimas. Las niñas y adolescentes obligadas a continuar con un embarazo 

resultante de una violación experimentan altos niveles de estrés, ansiedad, 

depresión y un mayor riesgo de suicidio, lo que provoca efectos devastadores 

tanto a corto como a largo plazo. Además, negarle el acceso al aborto 

terapéutico en estos casos constituye una violación de los derechos humanos 

de las menores, incluyendo su derecho a la vida, salud, integridad personal y a 

vivir libres de violencia. Esta situación se convierte en una forma de 

revictimización, ya que penalizar el aborto obliga a mujeres y niñas a recurrir a 

procedimientos inseguros, incrementando significativamente el riesgo de 

complicaciones y muerte materna, afectando de manera desproporcionada a las 

menores de edad. 

De la aplicación de entrevista se obtuvo que, las consecuencias de la violación 

sexual son negativas en la vida del menor de edad, en razón a que genera 

traumas que impactan significativamente la capacidad mental de las menores 

para tomar decisiones informadas y autónomas sobre su sexualidad. El trauma 

puede provocar diversos problemas de salud mental, como el estrés 

postraumático, la ansiedad y la depresión, que pueden nublar su juicio y su 

capacidad para tomar decisiones, así refirieron los entrevistados: 

En primer lugar, que los menores de edad no tener “el desarrollo suficiente para 

afrontar el estigma social”, se prefiere el aborto; basado en la “estigmatización, 
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que conlleva a recurrir a lugares clandestinos inseguros”, pues se ve como una 

mancha, un estigma social, resultado el aborto como la “única opción de las 

víctimas para evitar la exposición y estigmatización” debido “al reproche, estigma 

familiar y social” debido a que “una menor es imposible que afronte la carga de 

ser madre a temprana edad y de un concebido que no desea”, y por el solo hecho 

de sufrir una violación sexual “la sociedad misma se encarga de estigmatizarla” 

a la menor.  

Otra consecuencia que se origina es que “las menores víctimas de violación 

sexual suelen afrontar estigma y revictimización al intentar acceder a servicios 

de aborto seguro”, ponen en “peligro la vida y la salud de las menores víctimas 

de agresión sexual”; pese a la existencia de algunos obstáculos con los que las 

mujeres pueden encontrarse además de una “legislación restrictiva”, son la 

poca “disponibilidad de servicios, los costos elevados”, pues en “nuestra 

sociedad la sola violación sexual sin tener en cuenta que es un hecho que una 

menor no ha deseado”, ahora ese definitivamente va sumar y/o conllevar a un 

aborto clandestino.  

Otra de las consecuencias es que las menores de edad que sufren una “violación 

sexual se enfrentan a diversos factores obstaculizadores o desfavorecedores” 

que pueden inducirlas a recurrir a “abortos clandestinos”, lo que puede 

disuadirlas de buscar atención médica. 

Otra consecuencia, es que el aborto está restringido o es ilegal, incluso en 

casos de violación, esto “obliga a las menores a buscar abortos clandestinos 

como única opción disponible”, aunado a ello, es que las “víctimas de violación 

sexual temen el juicio y la condena social” si se descubre que han sido violadas 

y desean abortar, lo que las lleva a buscar métodos clandestinos para evitar la 

exposición. Las víctimas de violación sexual se ven obligadas a “recurrir a 

abortos clandestinos arriesgando su vida al someterse a dichos 

procedimientos”.  

Lo que se corrobora con los estudios previos de Fernández (2020) quien 

concluyó que el índice de delitos de aborto viene incrementándose día a día, 

situación que además de elevar la carga procesal incrementa las consecuencias 

graves en la integridad de las víctimas, las que de manera voluntaria o por 
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ignorancia fueron motivadas a someterse a practicarse abortos de forma 

clandestina y Burga (2021) quien llegó a la conclusión de que el no despenalizar 

el aborto sentimental se encuentra relacionada con el derecho a la salud 

reproductiva y la vida de las mujeres situación que tiene incidencia a una 

correlación asociada con la violencia de tipo psicológica ya que se ha advertido 

picos elevados de abortos clandestinos realizados como producto de los delitos 

de violación sexual iniciando en muchos casos con la agresión psicológica. Lo 

que se fundamenta en las teorías que sustentan a la despenalización del aborto, 

Zaffaroni (2015) sostiene que se denomina teoría del delito a ámbito de las 

ciencias del derecho penal que se encargan del estudio del delito en general; 

esto es, establecer cuáles son las características que debe contar los delitos 

cualesquiera que sean; ahora bien estos estudios no son solo la secuencia del 

itercrimins del delito con intereses especulativos, sino que responde a exigir que 

se cumpla con un contenido eminentemente práctico, esto es que en definitiva 

sirva y facilite determinar la concurrencia de la materialización del delito en cada 

caso concreto.    

A consideración del investigador penalizar el aborto en los casos de violación 

sexual implica forzar a una menor de edad a continuar con un embarazo no 

deseado puede poner en grave riesgo su salud física debido a que su cuerpo 

puede no estar completamente desarrollado para soportar un embarazo y un 

parto, debiéndose tomar en cuenta que, la experiencia de la violación, sumada 

al trauma de un embarazo forzado, puede llevar a consecuencias psicológicas 

severas como depresión, ansiedad, estrés postraumático y tendencias suicidas, 

aunado a que la menor puede enfrentar estigmatización y discriminación en su 

comunidad, escuela y círculo social, lo cual puede afectar su desarrollo social y 

emocional. 
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IV. CONCLUSIONES 

Se llegó a determinar que es perfectamente factible despenalizar el delito de 

aborto que sean a consecuencia de una violación sexual a menores de edad, 

por cuanto obligar con un embarazo no deseado transgrede los derechos 

humanos ya que concibe a la mujer como un medio y no como un fin, lo que se 

agrava si se toma en cuenta que son menores de edad, así la despenalización 

garantiza el derecho a la libertad de conciencia que le atañe a su propia salud y 

vida por encima de las consecuencias del delito al que fueron sometidas; debido 

a que la menor de edad no podrá sustentar al bebé; aunado a ello, es de precisar 

que obligar a una persona a continuar con un embarazo no deseado, producto 

de una violación sexual, es una transgresión de sus derechos humanos.   

Es posible concluir que la despenalización del aborto en el Perú trae una serie 

de beneficios como procurar centros médicos dotados de los equipos, 

instrumentos y personal médico necesarios y especializado que brinden las 

garantías de la salud y vida de la menor a diferencia de los centros clandestinos.  

Se concluye que los criterios para la despenalización del aborto en la legislación 

internacional estriban esencialmente en superar aspectos legales, económicos, 

religiosos y sociales que deben ser considerados para viabilizar el aborto en los 

primeros meses de gestación, pero para lograr ello se debe eliminar toda 

reglamentación que lo prohíbe, dejando de lado cuestiones religiosas y sociales 

como el machismo. 

Se concluye que las consecuencias directas e indirectas que trae consigo 

penalizar el aborto en los casos de violación sexual a menores de edad son 

innumerables ubicando dentro del primer grupo la afectación a su derecho a la 

dignidad, la salud la vida por cuanto se les trata como medios y no como fin en 

sí mismo, las secuelas psicológicas traumáticas con las que debe lidiar la menor; 

por otro lado, las consecuencias indirectas que podemos señalar son las 

carencias económicas y oportunidades que le espera a nuevo ser producto de 

la violación, la pobreza y falta de oportunidades a la que es arrimada la menor 

agraviada víctima de la violación al ser obligada a llevar una maternidad forzada, 

el truncamiento al proyecto de vida de la menor víctima de la violación sexual.   
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V. RECOMENDACIONES 

A los futuros investigadores que apliquen un diseño comparativo a fin de verificar 

cuales son las consecuencias de realizar un aborto en un país donde se ha 

despenalizado el aborto y cuáles son las que se encuentra en el Perú, es decir 

identificar las ventajas y desventajas. 

A la facultad de derecho de los centros universitarios, aborden la problemática 

de penalizar el aborto y promuevan el debate y realicen estudios científicos para 

viabilizar su despenalización. 

A los colegios de abogados, que en uso del derecho a la iniciativa legislativa 

propongan proyectos de ley que procuren la despenalización del aborto a fin de 

garantizar la autonomía de las menores de edad y el respeto de sus derechos 

fundamentales. 

Al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, identifiquen y aborden a 

cada víctima de la agresión sexual que hayan resultado embarazadas a fin de 

que les brinden asistencia integral y sobre todo social y económica de manera 

indeterminada para paliar sus necesidades y no las dejen a merced de su suerte 

culminado el proceso penal. 
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Anexo 1. 

Tabla de categorización 

Categorías de 

estudio 
Definición conceptual Subcategorías 

Indicadores 
Escala de Medición 

Despenalización 

del aborto 

Vivar-Vera & Pauta-Cedillo (2022) sostienen 
la despenalización del aborto que es aquella 
decisión con el que cuenta la mujer y que le 
permite elegir interrumpir el embarazo, 
situación que encuentra como condicionante 
a circunstancias de su entorno su manera de 
pensar más no a las acciones externas o la 
ausencia de conocimientos, o la falta de 
apoyo por parte del Estado. 

Aborto 

clandestino 

Embarazo no 
deseado 

Nominal 

Sí = 1 

No = 2 

Derecho a la salud 

Maternidad 
forzada 

Dignidad humana 

Proyecto de vida 

Delito de violación 
sexual de menores 

de edad 

Rúa et al. (2018) afirman que violación sexual 

de menores de edad viene a ser un maltrato 

infantil gravosa y vulnera los derechos de los 

niños, niñas y adolescentes, físicamente y en 

su dignidad humana lo que le impide su 

desarrollo a plenitud, así el sujeto activo 

somete sexualmente con el menor, siendo 

irrelevante el consentimiento, el uso de la 

fuerza o amenaza para su configuración 

objetiva, pues es un delito de mera actividad. 

Indemnidad 

sexual 

Intrusión sexual 

Nominal 

Sí = 1 

No = 2 

Incapacidad 

Libertad sexual 

Autodeterminación 
sexual 

Capacidad 

Fuente: Elaboración propia 



 
 

Anexo 2: Matriz de consistencia 

Problema de 
Investigación 

Objetivos de la 
Investigación 

Hipótesis de 
Investigación 

Justificación de la 
Investigación 

Marco teórico 
Metodología de 
la Investigación 

 
¿Cómo se 

podría aplicar la 
despenalización 

del aborto en 
víctimas del 

delito de 
violación sexual 
de menores en 
el distrito Fiscal 
del Santa, 2022- 

2023?   
 

Problemas 
específicos 

 
PE1 ¿Cuáles 

son los 
beneficios de la 
despenalización 
del aborto en el 

Perú? 
PE2 ¿Qué 
criterios se 

adoptan para la 
despenalización 
del aborto en la 

legislación 
comparada? 
PE3 ¿Cuáles 

son las 
consecuencias 
de la agresión 
sexual que se 

 
Objetivo general:  

 
Analizar la factibilidad 
de la despenalización 
del aborto en víctimas 
del delito de violación 
sexual de menores en 

el distrito Fiscal del 
Santa, 2022- 2023. 

 
Objetivos 

específicos: 
 

• OE1 Analizar los 
beneficios de la 
despenalización del 
aborto en el Perú. 

• OE2 Determinar los 
criterios para la 
despenalización del 
aborto en la 
legislación 
comparada. 

• OE3 Examinar las 
consecuencias de la 
agresión sexual que 
se generan en la 
víctima menor de 
edad. 

•  OE4 Identificar las 
consecuencias 
directas e indirectas 

 
 

 
 

No se plantea 
hipótesis, 

debido a que 
la 

investigación 
cualitativa 

busca 
comprender 
fenómenos 
sociales, 

culturales o 
psicológicos 

en 
profundidad, 
explorando 

las 
experiencias y 
perspectivas 

de los 
participantes 
(Arias, 2022).  

 
 
 

El presente estudio resulta 
conveniente por cuanto va a 
mostrar la cruda realidad de las 
poblaciones más vulnerables 
víctimas de agresiones sexuales 
del Distrito Fiscal Del Santa pues 
va a servir para evidenciar la 
necesidad y urgencia que se tiene 
para que el Estado aborde la 
maternidad forzada para poder 
garantizar el derecho a la salud y 
la vida digna de las menores. Así 
es fácil advertir que la relevancia 
social pues de acuerdo a los 
resultados y conclusiones que se 
obtengan servirán para darle 
solución a este flagelo de 
prolongar las consecuencias de 
los abusos sexuales a las niñas y 
adolescentes, pues de esa 
manera el Estado de manera 
reflexiva gestionará y cumpliría 
con garantizarles y mejorarles la 
calidad de una vida digna.  

La investigación se justifica 
teóricamente por cuanto se busca 
desarrollar los alcances 
doctrinarios, jurisprudenciales y 
legales en relación a la punición 
del delito de aborto en las víctimas 
menores de edad, ello conforme a 

Definición de las Categorías: 
 

C1: Despenalización del 
aborto  

Vivar-Vera & Pauta-Cedillo (2022) 
sostienen la despenalización del 
aborto que es aquella decisión con 
el que cuenta la mujer y que le 
permite elegir interrumpir el 
embarazo, situación que 
encuentra como condicionante a 
circunstancias de su entorno su 
manera de pensar más no a las 
acciones externas o la ausencia 
de conocimientos, o la falta de 
apoyo por parte del Estado. 

 
Subcategorías:   

Subc 1: Aborto clandestino 

Subc 2: Maternidad forzada 
 

C2: Delito de violación sexual  

Rúa et al. (2018) afirman que 
violación sexual de menores de 
edad viene a ser un maltrato 
infantil gravosa y vulnera los 
derechos de los niños, niñas y 
adolescentes, físicamente y en 
su dignidad humana lo que le 
impide su desarrollo a plenitud, 

Tipo: Cualitativa/ 

Transeccional 

Enfoque: 

Sociocrítico 

 

Diseño: 

Hermenéutico 

(interpretativo) 

 

Técnica: 

Entrevista 

 

Instrumentos: 

Guía de 

entrevista 

(preguntas 

abiertas) 

 

Método de 

análisis de 

datos: 

Análisis temático 

 

Población (N): 

Constituidos por 

N = 8 Fiscales 

Penales de la 

Fiscalía Penal de 

Nuevo Chimbote 



 
 

generan en la 
víctima menor 

de edad? y PE4 
¿Cuáles son las 
consecuencias 

directas e 
indirectas que 
trae consigo 
penalizar el 

aborto en los 
casos de 

violación sexual 
a los menores 

de edad? 

que trae consigo 
penalizar el aborto 
en los casos de 
violación sexual a 
los menores de 
edad. 

 

los desarrollos de la teoría del 
delito y la relatividad de los bienes 
jurídicos en colisión.  

Desde la perspectiva práctica se 
pretende dotar de argumentos y a 
la vez de mostrar las 
consecuencias negativas que trae 
consigo penalizar la conducta del 
aborto en menores a fin de que los 
legisladores puedan expectorar 
este delito de la legislación penal. 

   
 De otro lado la investigación 
tiene relevancia social, por 
cuanto va a abordar una 
problemática de larga data y se 
encuentra vigente en la sociedad 
esencialmente en las 
poblaciones venidas de los 
estratos menos favorecidos y 
procura paliar las consecuencias 
trágicas que trae este delito 
execrable como es la violación 
sexual a menores de edad y al 
mismo tiempo frenar los abortos 
clandestinos mostrando la 
necesidad de implementar 
políticas públicas en salvaguarda 
de la vida. 

así el sujeto activo somete 
sexualmente con el menor, 
siendo irrelevante el 
consentimiento, el uso de la 
fuerza o amenaza para su 
configuración objetiva, pues es 
un delito de mera actividad. 
 

Subcategorías:  

Subc 1: Indemnidad sexual   
Subc 2: Libertad sexual  
 

 

Muestra (n): 

La muestra es 

censal n = N = 8 

 

Muestreo: 
No probabilístico.  

 

Fuente: Elaboración propia 

 



 
 

Anexo 3. 

Instrumento de recolección de datos 

Entrevista: Despenalización del aborto 

 

Reciban un cordial saludo, estudiante de la Maestría en Derecho Penal de la 

Universidad César Vallejo, filial Tarapoto y estoy realizando una entrevista para la 

tesis Titulada “Despenalización del aborto en víctimas del delito de violación 

sexual de menores en el Distrito Fiscal del Santa, 2022- 2023”. 

Sírvase Ud., a responder a las preguntas formuladas, en base a sus 

conocimientos y opinión con la más sinceridad posible. Gracias 
 

Cargo/profesión/grado académico: 
 

Institución: 
 

Fecha: 

El resultado de la entrevista cuenta con el permiso para ser publicada. 
 

I. Preguntas generales  

1.- Desde su perspectiva es posible la despenalización del aborto del embarazo no 

deseado producto del delito de violación sexual de menores de edad.  

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

2.- Considera que existen desafíos para la despenalización del aborto afectan el 

derecho a la salud en los casos de violación sexual de menores de edad. 

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

3.- Considera Ud. Que prohibir despenalizar el aborto del embarazo no deseado en 

las menores de edad de estratos sociales bajos prolonga la vulneración a su 

dignidad y proyecto de vida al imponerles a una maternidad forzada. 

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 



 

II. Beneficios de la despenalización del aborto en el Perú 

4.- Considera Ud. Que la despenalización del aborto reduciría los riesgos de 

abortos clandestinos e inseguros y sus consecuencias negativas para la salud de 

las menores de edad. 

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

5.- Desde su óptica considera Ud., que las áreas de la investigación sobre la 

intrusión sexual necesitan más atención para desarrollar mejores políticas y 

prácticas.  

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

III. Despenalización del aborto en la legislación comparada 

6.- Considera Ud. Que los factores sociales y emocionales permiten determinar si 

alguien es capaz de dar un consentimiento válido.  

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

7.- Considera Ud. Que existen desafíos en la investigación y enjuiciamiento de 

casos de violación sexual.   

(Sí) (No)   

¿Por qué? ___________________________________________________. 

IV. Consecuencias de la agresión sexual que se generan en la víctima menor 

de edad 

8.- Considera Ud. Que existen obstáculos que enfrentan en su autodeterminación 

sexual.  



 

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

9.- Considera Ud. Que al ser víctimas de violación sexual las menores de edad de 

los estratos sociales bajos y medio rural se encuentran en la capacidad de hacer 

valer su derecho a la indemnidad sexual. 

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

10.- Considera que al sufrir una violación sexual las menores de edad se enfrentan 

a factores obstaculizadores o desfavorecedores que conlleven a recurrir a abortos 

clandestinos. 

(Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

Consecuencias directas e indirectas que trae consigo penalizar el aborto en 

los casos de violación sexual a los menores de edad 

11.- Considera Ud. que las menores víctimas de velación sexual cuentan con la 

capacidad mental para disponer de su libertad o indemnidad sexual.   

 (Sí) (No)  

¿Por qué? ___________________________________________________. 

¡Muchas gracias por 

su colaboración! 

 

 

 

 

 



 



 
 

 



 



 
 

 



 



 
 

 



 
 

 



 

 



 

 



 

 



 
 

Anexo 4. Consentimiento informado 

 

 



 

 

 



 

Anexo 6. Reporte de similitud en software Turnitin 

 

 



 

Anexo 7. Solicitud de autorización para realizar la investigación en una 

Institución  
 

 
 



Anexo 8: Autorización para el desarrollo del proyecto de investigación y 

publicación  




